
1. ASPECTOS GENERALES SOBRE LA PENA DE MUERTE

La Corte Interamericana ha tratado algunos temas generales relativos a la correcta interpretación de la 
Convención en materia de pena de muerte. Ha establecido un criterio general de interpretación restrictiva de la 
facultad que se confiere a los Estados de aplicar esta sanción, lo mismo que en materia de reservas sobre pena de 
muerte. 

1.1.	 Interpretación restrictiva de la facultad de aplicar pena de muerte en aquellos Estados donde no 
ha sido abolida

Opinión Consultiva OC-3/83. Restricciones a la Pena de Muerte (arts.4.2 y 4.4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Resolución de 8 de septiembre de 19831

52. 	 El objeto del artículo 4 de la Convención es la protección al derecho a la vida. Pero dicho artículo, después de 
definir de modo general ese propósito en su primer párrafo, dedica los cinco siguientes al tratamiento de la 
aplicabilidad de la pena de muerte. En verdad el texto revela una inequívoca tendencia limitativa del ámbito de 
dicha pena, sea en su imposición, sea en su aplicación. 

53. 	 El asunto está dominado por un principio sustancial expresado por el primer párrafo, según el cual “toda 
persona tiene derecho a que se respete su vida” y por un principio procesal según el cual “nadie puede ser 
privado de la vida arbitrariamente”. De ahí que, en los países que no han abolido la pena de muerte, ésta no 

1	 En comunicaciones de 15 y 25 de abril de 1983 la Comisión solicitó a la Corte, con base en el artículo 64.1 de la Convención, una opinión consultiva 
sobre la interpretación del artículo 4 de la misma en los siguientes términos: 1. ¿Puede un Gobierno aplicar la pena de muerte a delitos para los cuales 
no estuviese contemplada dicha pena en su legislación interna, al momento de entrar en vigor para ese Estado la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos?  2. ¿Puede un Gobierno, sobre la base de una reserva hecha al momento de la ratificación al artículo 4, inciso 4 de la Convención, legislar con 
posterioridad a la entrada en vigor de la Convención imponiendo la pena de muerte a delitos que no tenían esa sanción cuando se efectuó la ratificación?

ARTÍCULO 4 DE LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

Derecho a la Vida

 1.	 Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido por la 
ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida 
arbitrariamente.

 2.	 En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por los delitos más 
graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal competente y de conformidad 
con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito.  Tampoco 
se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente.

 3.	 No se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido.
 4.	 En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos con 

los políticos.
 5.	 No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del delito, 

tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a las mujeres en 
estado de gravidez.

 6.	 Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o la conmutación 
de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos.  No se puede aplicar la pena de 
muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante autoridad competente.
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pueda imponerse sino en cumplimiento de sentencia ejecutoriada dictada por un tribunal competente y 
de conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con anterioridad a la comisión del delito […].  
La circunstancia de que estas garantías se agreguen a lo previsto por los artículos 8 y 9 indican el claro propósito 
de la Convención de extremar las condiciones en que sería compatible con ella la imposición de la pena de 
muerte en los países que no la han abolido. 

54. 	 Un nuevo grupo de limitaciones aparece a propósito del género de delitos que podrían acarrear dicha pena. Por 
una parte, se dispone que la pena de muerte no podrá imponerse sino para los delitos más graves (artículo 4.2) 
y por la otra, se excluye de modo absoluto su aplicación por delitos políticos o por delitos comunes conexos con 
los políticos (artículo 4.4). La circunstancia de que la Convención reduzca el ámbito posible de aplicación de la 
pena de muerte a los delitos comunes más graves y no conexos, es reveladora del propósito de considerar dicha 
pena aplicable sólo en condiciones verdaderamente excepcionales. Por último, en relación con la persona del 
convicto, la Convención excluye la imposición de la pena de muerte a quienes, en el momento de la comisión 
del delito, tuvieren menos de dieciocho años o más de setenta y prohíbe su aplicación a mujeres en estado de 
gravidez (artículo 4.5). 

55. 	 Quedan así definidos tres grupos de limitaciones para la pena de muerte en los países que no han resuelto 
su abolición. En primer lugar, la imposición o aplicación de dicha pena está sujeta al cumplimiento de reglas 
procesales cuyo respeto debe vigilarse y exigirse de modo estricto. En segundo lugar, su ámbito de aplicación 
debe reducirse al de los más graves delitos comunes y no conexos con delitos políticos. Por último, es preciso 
atender a ciertas consideraciones propias de la persona del reo, las cuales pueden excluir la imposición o 
aplicación de la pena capital. 

57. 	 En esta materia la Convención expresa una clara nota de progresividad, consistente en que, sin llegar a decidir 
la abolición de la pena de muerte, adopta las disposiciones requeridas para limitar definitivamente su aplicación 
y su ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión final. 

Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
21 de junio de 20022

99. 	 Aun cuando la Convención no prohíbe expresamente la aplicación de la pena de muerte, la Corte ha afirmado 
que las normas convencionales sobre ésta deben interpretarse en el sentido de “limitar definitivamente su 
aplicación y su ámbito, de modo que éste se vaya reduciendo hasta su supresión final”. En el mismo sentido: 
Caso Raxcacó Reyes vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 20053, 
párr.56.

Caso Boyce y otros vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 20074

50.	 Al interpretar la cuestión de la pena de muerte en general, la Corte ha observado que el artículo 4.2 de la 
Convención permite la privación del derecho a la vida mediante la imposición de la pena de muerte en aquellos 
países en los cuales no está abolida. Es decir, la pena capital no es per se incompatible con la Convención 
Americana ni está prohibida por ella. Sin embargo, la Convención fija un número de limitaciones estrictas 
para la aplicación de la pena capital. Primero, la aplicación de la pena de muerte debe estar limitada a los 
delitos comunes más graves y no relacionados con agravios políticos. Segundo, se debe individualizar la pena 

2	 Los hechos del presente caso se desarrollan cuando un grupo de personas fueron juzgadas y sentenciadas por homicidio intencional en Trinidad y 
Tobago de acuerdo con la Ley de Delitos contra la Persona. Dicha norma prescribe la pena de muerte como única condena aplicable al delito de 
homicidio intencional. En los casos de algunos de los condenados, los procesos se tardaron en demasía. Asimismo, no había disponibilidad de asistencia 
letrada y de otros tipos de asistencia especializada. Asimismo, en relación a las condiciones de detención, había hacinamiento y falta de higiene. De las 
32 personas parte del presente caso, treinta se encontraban detenidas en las prisiones de Trinidad y Tobago y en espera de su ejecución en la horca. Las 
únicas excepciones son Joey Ramiah, quien fue ejecutado, y Wayne Matthews cuya pena fue conmutada. 

3	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 5 de agosto de 1997, cuando el niño Pedro León Wug fue secuestrado por tres hombres armados. El 6 de 
agosto de 1997, el niño fue localizado y liberado ileso como producto de un operativo llevado a cabo por la policía. Durante el operativo, fue arrestado, 
entre otros, el señor Ronald Raxcacó Reyes y su esposa. El 14 de mayo de 1999, el Tribunal Sexto de Sentencia Penal, Narcoactividad y Delitos contra 
el Ambiente de Guatemala, dictó sentencia condenatoria en contra del señor Raxcacó Reyes, condenándolo a pena de muerte -tal como se encontraba 
establecido en el artículo 201 del C.P- al encontrársele culpable del delito de plagio o secuestro en grado de autores directos. Los recursos presentadas 
por el señor Raxcacó Reyes fueron declaros inadmisibles o improcedentes. El señor Raxcacó Reyes se encontraba confinado en un establecimiento de 
máxima seguridad a la espera de la ejecución de la sentencia. 

4	 Los hechos del presente caso se desarrollan en el marco de la naturaleza obligatoria de la pena de muerte impuesta a personas condenadas por homicidios 
en Barbados. Lennox Ricardo Boyce, Jeffrey Joseph, Frederick Benjamin Atkins y Michael McDonald Huggin fueron condenados por el delito de 
homicidio y condenados a muerte mediante la horca, bajo la sección 2 de la Ley de Delitos del Estado contra la Persona. De conformidad con esta 
disposición, una vez que una persona sea condenada por el delito de asesinato, ningún tribunal puede evaluar si la pena de muerte es un castigo adecuado 
a las circunstancias particulares de la víctima. Las cuatro personas estuvieron sometidas a condiciones degradantes en los centros de detención. 
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de conformidad con las características del delito y la participación y culpabilidad del acusado. Por último, 
la aplicación de la pena capital está sujeta a ciertas garantías procesales cuyo cumplimiento deberá ser 
estrictamente observado y revisado. En el mismo sentido: Caso Dacosta Cadogan vs. Barbados. Sentencia de 
24 de septiembre de 20095, párr. 47.

52.  	 Las disposiciones de la Convención respecto de la aplicación de la pena de muerte deben interpretarse […] 
conforme al principio pro persona, es decir, a favor del individuo, en el sentido de “limitar definitivamente su 
aplicación y su ámbito, de modo que ést[a] se vaya reduciendo hasta su supresión final”. En el mismo sentido: 
Caso Dacosta Cadogan vs. Barbados. Sentencia de 24 de septiembre de 2009, párr. 49.

1.2 	 Prohibición de restablecimiento de la pena de muerte en aquellos países en que ha sido abolida 
o respecto de aquellos delitos respecto de la cual no ha sido contemplada

Opinión Consultiva OC-3/83. Restricciones a la Pena de Muerte (arts.4.2 y 4.4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Resolución de 8 de septiembre de 1983

56. 	 Es, sin embargo, en otro sentido como aparece más marcada y decisiva la tendencia limitativa de la aplicación 
de la pena de muerte, subyacente en el artículo 4 de la Convención. En efecto, según el artículo 4.2 in fine, 
“tampoco se extenderá su aplicación a delitos a los cuales no se la aplique actualmente” y, según el artículo 4.3, 
“no se restablecerá la pena de muerte en los Estados que la han abolido”. No se trata ya de rodear de condiciones 
rigurosas la excepcional imposición o aplicación de la pena de muerte, sino de ponerle un límite definitivo, a 
través de un proceso progresivo e irreversible destinado a cumplirse tanto en los países que no han resuelto aún 
abolirla, como en aquellos que sí han tomado esa determinación. En el primer caso, si bien la Convención no 
llega a la supresión de la pena de muerte, sí prohíbe que se extienda su uso y que se imponga respecto a delitos 
para los cuales no estaba prevista anteriormente. Se impide así cualquier expansión en la lista de crímenes 
castigados con esa pena. En el segundo caso, prohíbe de modo absoluto el restablecimiento de la pena capital 
para todo tipo de delito, de tal manera que la decisión de un Estado Parte en la Convención, cualquiera sea 
el tiempo en que la haya adoptado, en el sentido de abolir la pena de muerte se convierte, ipso jure, en una 
resolución definitiva e irrevocable. 

59. 	 De modo que, al interpretar la parte final del artículo 4.2 “de buena fe conforme al sentido corriente que haya 
de atribuirse a los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin” ( artículo 
31.1 de la Convención de Viena ), no es posible albergar duda alguna respecto de la prohibición absoluta 
contenida en esa disposición, según la cual ninguno de los Estados Partes puede disponer la aplicación de la 
pena de muerte respecto de delitos para los cuales no estuviese contemplada previamente por su legislación 
interna. Ninguna disposición de la Convención autoriza para dar un sentido distinto al de por sí claro texto del  
artículo 4.2, in fine. El único camino para llegar a una conclusión diferente sería una reserva formulada 
oportunamente que excluyera en alguna medida la aplicación de la mencionada disposición respecto del Estado 
reservante, siempre que dicha reserva fuera compatible con el objeto y fin de la Convención. 

1.3.	 La interpretación de las reservas a la CADH en los casos de pena de muerte debe ser restrictiva

Opinión Consultiva OC-3/83. Restricciones a la Pena de Muerte (arts.4.2 y 4.4 de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Resolución de 8 de septiembre de 1983

63. 	 En ese orden de ideas la reserva debe interpretarse de conformidad con lo que textualmente expresa, de acuerdo 
con el sentido corriente que deba atribuirse a los términos en que haya sido formulada y dentro del contexto 
general del tratado, del cual la misma reserva forma parte, a menos que la interpretación deje ambiguo u 
oscuro el sentido o conduzca a un resultado manifiestamente absurdo o irrazonable. Lo contrario conduciría a 
considerar, finalmente, que el Estado es el único árbitro del cumplimiento de sus obligaciones internacionales 
en todas las materias vinculadas con la reserva e, incluso, en todas aquellas que el Estado posteriormente 
considerara vinculadas con ésta, por obra de una declaración de intención sobrevenida. 

5	 Los hechos del presente caso se iniciaron el 18 de mayo de 2005 cuando la Corte Suprema de Barbados declaró a Tyrone DaCosta Cadogan culpable de 
homicidio. El señor Dacosta fue condenado a la pena de muerte por horca, conforme a la Ley de Delitos contra la Persona, la cual establecía la pena de 
muerte como castigo obligatorio para el delito de homicidio. 

	 De acuerdo a una claúsula de exclusión en la Constitución de Barbados, los tribunales nacionales no pueden declarar inválida la pena de muerte 
obligatoria. Asimismo, la salud mental del señor DaCosta Cadogan nunca fue evaluada detalladamente durante el proceso penal en su contra, a pesar 
de que se presentó prueba que indicaba que el acusado había estado consumiendo una cantidad excesiva de alcohol el día de los hechos, y que tenía la 
intención de realizar un robo con el propósito de conseguir dinero para comprar más alcohol.
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65. 	 La interpretación de las reservas debe tener en cuenta el objeto y fin del tratado que, en el caso de la Convención, 
es “la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos, independientemente de su nacionalidad, 
tanto frente a su propio Estado como frente a los otros Estados contratantes” […]. De hecho el propósito 
perseguido por la Convención constituye un verdadero límite al efecto de las reservas que se le formulen. Si la 
condición para la admisibilidad de reservas a la Convención es que las mismas sean compatibles con el objeto 
y fin del tratado, es preciso concluir que dichas reservas deben interpretarse en el sentido que mejor se adecúe 
a dicho objeto y fin. 

66. 	 Por último, como consecuencia de la integración de la reserva al conjunto del tratado, la Corte considera que 
para interpretarla debe acudirse igualmente a las reglas del artículo 29 de la Convención. De ahí que, en el 
mismo sentido que orienta las consideraciones anteriores, deba concluirse que, en aplicación del párrafo a) de 
dicho artículo, una reserva no puede ser interpretada de tal modo que conduzca a limitar el goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidos en la Convención en mayor medida que la prevista en la reserva misma. 

67. 	 Con base en las anteriores consideraciones, y en vista de que la primera pregunta formulada por la Comisión 
encuentra respuesta directa en el texto mismo del artículo 4.2 de la Convención, la Corte pasa a examinar la 
segunda de las cuestiones que le ha sido sometida: “2. ¿Puede un Gobierno, sobre la base de una reserva hecha 
al momento de la ratificación al artículo 4, inciso 4 de la Convención, legislar con posterioridad a la entrada en 
vigor de la Convención imponiendo la pena de muerte a delitos que no tenían esa sanción cuando se efectuó la 
ratificación?” En otros términos: ¿puede un Estado que ha reservado el artículo 4.4 de la Convención, el cual 
prohíbe aplicar la pena de muerte a los delitos comunes conexos con los políticos, considerar que esa reserva 
se extiende al artículo 4.2 e invocarla para imponer esa pena a delitos a los que no se aplicaba anteriormente, 
a pesar de la prohibición contenida en esta última norma? Las dificultades que podrían surgir al intentar 
responder esa pregunta en abstracto quedan superadas desde el momento en que la Comisión trajo a colación 
la reserva específica formulada por Guatemala, en función de la cual se hará el análisis siguiente y que será 
objeto de algunas consideraciones particulares. 

68. 	 Al relacionar el artículo 4.4 con el artículo 4.2, la Corte encuentra que el significado de ambas disposiciones 
en su contexto es perfectamente claro y diferente, en el sentido de que, mientras el artículo 4.2 establece un 
límite definitivo a la pena de muerte para toda clase de delitos hacia el futuro, el artículo 4.4 la proscribe 
para los delitos políticos y comunes conexos con ellos, lo que obviamente se refiere a aquellos que estuvieran 
sancionados con la pena capital con anterioridad, ya que para el futuro habría bastado con la prohibición del 
artículo 4.2. Se trata, pues, de dos normas de propósitos claramente diferentes: mientras el artículo 4.4 persigue 
suprimir la pena de muerte para ciertos delitos, el artículo 4.2 busca prohibir la extensión de su uso en el futuro. 
Es decir, sobre la prohibición contenida en el artículo 4.2 de extender la aplicación de la pena capital, el artículo 
4.4 vino a agregar una prohibición más: la de aplicarla a los delitos políticos y comunes conexos, aun cuando ya 
tuvieran prevista dicha pena con anterioridad. 

69. 	 ¿Qué implica, entonces, una reserva al artículo 4.4 de la Convención en los términos de la presente consulta? 
Para contestar esta pregunta, debe ante todo recordarse que el Estado que la formula no reserva más de lo 
expresado textualmente en la misma. Como la reserva no puede ir más allá de exceptuar al Estado reservante 
de la prohibición de aplicar la pena de muerte a delitos políticos o conexos con ellos, debe entenderse que para 
él la parte no reservada del artículo permanece aplicable y en todo vigor. 

70. 	 Además, si se analiza la totalidad del artículo 4, cuyo párrafo 2 establece la prohibición absoluta de extender 
en el futuro la aplicación de la pena de muerte, se debe concluir que si un Estado reserva el párrafo 4 sin 
reservar al mismo tiempo el 2, lo único que reserva es la posibilidad de mantener la pena de muerte para delitos 
políticos o conexos con ellos que ya la tuvieran establecida con anterioridad. De manera que, al no haber hecho 
reserva sobre el párrafo 2, debe entenderse que se mantiene plenamente para él la prohibición de aplicar la 
pena de muerte a nuevos delitos, sean políticos o comunes conexos con los políticos, sean comunes sin ninguna 
conexidad. A la inversa, si la reserva fuera al párrafo 2 pero no al 4, solamente podría significar la posibilidad 
de que ese Estado sancione con la pena de muerte nuevos delitos en el futuro, pero siempre que se trate de 
delitos comunes no conexos, porque respecto de los políticos y de los conexos con ellos regiría la prohibición 
no reservada del párrafo 4. 

71. 	 Tampoco puede darse a una reserva del artículo 4.4 un sentido extensivo hacia el artículo 4.2 con base en el 
argumento de que la reserva respecto de la proscripción de la pena de muerte para delitos políticos o conexos 
con ellos, carecería de sentido si no pudiera aplicarse a nuevos delitos no sancionados antes con esa pena. En 
efecto, una reserva de esta clase tiene aplicación y sentido en sí misma en cuanto evita que constituya violación 
a la Convención para el Estado reservante el mantenimiento de la pena de muerte para los delitos políticos y 
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conexos ya sancionados con ella al entrar en vigencia la misma. Además, habiendo la Corte establecido que 
ambas disposiciones regulan supuestos diferentes […], no hay ninguna razón lógica ni jurídica para presumir 
que un Estado que, al ratificar la Convención, reservó sólo una de ellas en realidad pretendía reservar las dos. 

74. 	 De este modo, si se interpreta la reserva de Guatemala de conformidad con el sentido corriente de sus términos, 
dentro del contexto general de la Convención y teniendo en cuenta el objeto y fin de ésta, se llega a la conclusión 
de que, al formularla, lo que hizo Guatemala fue indicar que no estaba dispuesta a comprometerse a más, 
en esta materia específica, de lo que ya lo consigna su ordenamiento constitucional. Entiende la Corte que 
Guatemala, al formular su reserva, lo hizo sin manifestar un rechazo absoluto a la norma reservada. Aunque tal 
circunstancia no la convierte en una reserva de categoría especial, por lo menos fortalece la tesis de que debe 
interpretarse restrictivamente. 

75. 	 Esta opinión de la Corte se refiere, por supuesto, no sólo a la reserva de Guatemala sino a toda reserva de 
naturaleza análoga. 

Caso Boyce y otros vs. Barbados. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
noviembre de 2007

15.  	 La Corte ha sentado criterio anteriormente en cuanto a la interpretación de reservas a la Convención. Primero, 
al interpretar las reservas la Corte debe, ante todo, aplicar un análisis estrictamente textual. Segundo, se debe 
considerar debidamente el objeto y propósito del tratado correspondiente que, en el caso de la Convención 
Americana, implica “la protección de los derechos fundamentales de los seres humanos”6. Además, se debe 
interpretar la reserva de conformidad con el artículo 29 de la Convención, según el cual no se debe interpretar 
una reserva a fin de limitar el goce y el ejercicio de los derechos y libertades reconocidos en la Convención a un 
mayor alcance que aquél dispuesto en la reserva misma.

16.   	 Textualmente, el primer párrafo de la reserva en cuestión específicamente refiere al artículo 4.4 de la Convención, 
el cual excluye la aplicación de la pena de muerte por delitos políticos ni comunes conexos con los políticos. 
En este sentido, el Estado expresó en forma explícita en el texto de su reserva el propósito y el alcance de ésta, 
declarando que “desea hacer una reserva sobre este punto, ya que en ciertas circunstancias podría considerarse 
que la traición es delito político y cae dentro de los términos del [artículo 4.4 de la Convención]”. El segundo 
párrafo de la reserva se enfoca, del mismo modo, a la preocupación especial del Estado sobre el artículo 4.5 de 
la Convención respecto de la aplicación de la pena de muerte a personas menores de 16 y mayores de 70 años. 

17.   	 La Corte ha considerado, en otras ocasiones, que una reserva a la Convención “no reserva más de lo expresado 
textualmente en la misma”7. En este caso, el texto de la reserva no afirma, explícitamente, si la imposición 
de pena de muerte es obligatoria para el delito de homicidio y tampoco expresa si la legislación de Barbados 
permite la imposición de otras penas u otros métodos para llevar a cabo la pena de muerte en relación con 
dicho delito. En este sentido, la Corte considera que una interpretación textual de la reserva hecha por el Estado 
de Barbados al momento de su ratificación de la Convención Americana claramente indica que el propósito 
de la reserva no fue excluir de la competencia de la Corte el análisis de la naturaleza obligatoria de la pena de 
muerte ni su forma particular de ejecución por medio de la horca. Por lo tanto, el Estado no puede acogerse a 
su reserva para tales efectos en el presente caso.

  

6	 Corte IDH. El Efecto de las Reservas sobre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (arts. 74 y 75). Opinión 
Consultiva OC-2/82, 24 de septiembre de 1982. Serie A No.2, párr. 29, y Restricciones a la Pena de Muerte (arts. 4.2 y 4.4 Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-3/83 de 8 de septiembre de 1983. Serie A No.3,  párr. 65

7	 Ibídem, párr. 69.
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